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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 
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ESTUPEFACIENTES / CONFIRMA NEGATIVA PERMISO 72 HORAS / PROHIBICIÓN EXPRESA / DELITO EXCLUIDO _  – Hasta aquí, se tiene que uno de los delitos por los cuales fue sentenciado el señor RUIZ PALACIO, efectivamente se encuentra inmerso en la lista de delitos excluidos por el artículo 32 anterior, para que le sea otorgado el beneficio administrativo del permiso de hasta por 72 horas por fuera del establecimiento de reclusión, consagrado en el artículo 146 de Ley 65 de 1993, por lo que se dirá anticipadamente que no tendrá vocación de prosperar tal petición, muy a pesar de cumplir los requisitos contemplados en el artículo 147 de la norma en cita, sin que haya necesidad de profundizar en su análisis como quiera que se encuentran supeditados al cumplimiento del primer factor, mismo que no puede ser desconocido en aras de no soslayar las normas, o de inaplicarlas como si fueran facultativas en el operador judicial de acogerlas o no.

(…)
Finalmente, es importante señalar que no es cierto, como lo afirma la recurrente, que el juez de ejecución de penas pueda a su elección, y en aplicación al principio de favorabilidad, inaplicar o no la prohibición que fuera integrada a nuestro ordenamiento penal por el artículo 32 de la Ley 1709 de 2014, ello por cuanto esa potestad que le fuera otorgada por el Legislador mediante el numeral 7º del artículo 38 del Código de Procedimiento Penal, establece que es únicamente para aquellos casos en los que una ley posterior le reporta un beneficio al penado, no para que se desconozcan las normas omitiendo darles aplicación, en especial cuando no hay otra que se encuentre vigente y establezca lo contrario, como es el caso analizado.
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ASUNTO 
Procede la Sala a resolver el recurso de apelación interpuesto por la defensora del procesado DANIEL FERNANDO RUIZ PALACIO en contra de la decisión adoptada el 2 de octubre de 2017, por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, que le negó el beneficio administrativo de 72 horas, solicitado para abandonar temporalmente el Establecimiento de Reclusión.

ANTECEDENTES PROCESALES 
El Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira, mediante providencia del 21 de agosto de 2015, condenó al señor DANIEL FERNANDO RUIZ PALACIO a la pena principal de 105 meses de prisión y multa de $1.078.000, al declararlo responsable de la comisión de los delitos de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes y de fabricación, tráfico, porte o tenencia de armas de fuego, accesorios, partes o municiones, ya que en su poder se hallaron 192.9 gramos de cannabis sativa y 1.0 gramos de cocaína y sus derivados, un arma de fuego tipo revolver y ocho cartuchos para la misma. 
Después de reconocérsele varios descuentos punitivos por estudio dentro del penal, el 19 de septiembre de 2017 el Director del EPMSC de Pereira, remitió al Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad local con fecha de recibido del día 27 de ese mismo mes y año, oficio dando traslado de la solicitud de permiso de 72 horas que elevara el señor Ruiz Palacio, anexando para su estudio la documentación necesaria.
AUTO IMPUGNADO

Mediante interlocutorio del 2 de octubre de 2017, el señor Juez Segundo de Ejecución de penas y Medidas de Seguridad local, negó el permiso implorado, arguyendo que los hechos tuvieron ocurrencia el 25 de noviembre de 2014, cuando ya había entrado en vigencia la Ley 1709 del 20 de enero de 2014 que en su artículo 32 consagra la prohibición de conceder dicho beneficio a quienes hayan sido condenados por delitos que tengan que ver, entre otros, con el tráfico de estupefacientes.
Bajo ese contexto, considera el A-quo que al sentenciado no le es aplicable ese beneficio y por tanto no le imparte aprobación a lo solicitado, toda vez, que como ya se anunció, el artículo 68A del código de penas, modificado por la ley 1709 de 2014 en su artículo 32 lo prohíbe expresamente.
LA ALZADA
Una vez notificada de la decisión, la defensora del procesado allegó escrito señalando que interponía recurso de apelación en contra de la decisión de primera instancia a fin de que sea revocada la misma, señalando que negarle a su representado lo pedido con base en lo establecido en la ley 1709 de 2014, a pesar de que él reúne todos los requisitos, exigidos por la Ley 65 de 1993 para acceder al permiso solicitado, resulta ser algo contrario al fin resocializador del tratamiento penitenciario; además de que también se estaría desconociendo el principio de favorabilidad consagrado en el artículo 29 constitucional, puesto que se está aplicando una norma que es evidentemente menos favorable a los intereses del procesado, pues a su juicio, si bien es cierto que para el momento de que el señor DANIEL FERNANDO, fuera capturado ya estaba en vigencia la norma atrás mencionada, también lo es que el operador jurídico puede elegir cuál ley aplicar en beneficio del interés del condenado. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA 
Competencia.
De acuerdo con lo estipulado en el artículo 33, numeral 6º de la Ley 906 de 2004, esta Corporación es competente para resolver el recurso de apelación impetrado por la abogada del señor DANIEL FERNANDO RUIZ PALACIO contra la decisión proferida por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira.

Planteamiento jurídico.

El problema jurídico se circunscribe a establecer si es viable o no concederle al condenado DANIEL FERNANDO RUIZ PALACIO el beneficio administrativo de hasta 72 horas por fuera del establecimiento de reclusión en donde se encuentra actualmente.
Solución. 

Para empezar, es importante reiterar que el A-quo le negó lo pedido al aquí procesado teniendo en cuenta que por expresa prohibición de la Ley 1709 de 2014, la cual, para infortunio suyo, entró a regir el 20 de enero de 2014, justo 5 meses antes de la comisión de su actuar delictivo. 
De acuerdo a lo anterior, la Sala debe ser enfática en establecer que la Ley impone unas cargas a los sentenciados para acceder al permiso previsto en el artículo 147 del Código Penitenciario y Carcelario, que están sujetas además a que no exista algún tipo de prohibición legal para ser concedido en atención al delito por el cual se encuentran condenados.

Consecuente con lo anterior, nos remitiremos a la tan mencionada Ley 1709 de 2014, específicamente al artículo 32 en aras de verificar si la conducta punible de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, por la cual fue condenado Daniel Fernando Ruiz Palacio se encuentra o no entre los delitos excluidos por la Ley para acceder al beneficio administrativo solicitado, veamos: 
“ARTÍCULO 32. Modificase el artículo 68A de la Ley 599 de 2000 el cual quedará así:

Artículo 68A. Exclusión de los beneficios y subrogados penales. No se concederán; la suspensión condicional de la ejecución de la pena; la prisión domiciliaria como sustitutiva de la prisión; ni habrá lugar a ningún otro beneficio, judicial o administrativo, salvo los beneficios por colaboración regulados por la ley, siempre que esta sea efectiva, cuando la persona haya sido condenada por delito doloso dentro de los cinco (5) años anteriores.
Tampoco quienes hayan sido condenados por delitos dolosos contra la Administración Pública; (…); delitos relacionados con el tráfico de estupefacientes y otras infracciones; (…)” Negrillas extra texto.
Hasta aquí, se tiene que uno de los delitos por los cuales fue sentenciado el señor RUIZ PALACIO, efectivamente se encuentra inmerso en la lista de delitos excluidos por el artículo 32 anterior, para que le sea otorgado el beneficio administrativo del permiso de hasta por 72 horas por fuera del establecimiento de reclusión, consagrado en el artículo 146 de Ley 65 de 1993, por lo que se dirá anticipadamente que no tendrá vocación de prosperar tal petición, muy a pesar de cumplir los requisitos contemplados en el artículo 147 de la norma en cita, sin que haya necesidad de profundizar en su análisis como quiera que se encuentran supeditados al cumplimiento del primer factor, mismo que no puede ser desconocido en aras de no soslayar las normas, o de inaplicarlas como si fueran facultativas en el operador judicial de acogerlas o no.
La decisión del Juez A quo, no escapa a estos postulados, ya que desde el inicio otorgó unos parámetros de cumplimiento de dicho beneficio los cuales se presenta como aterrizados a la legalidad.

En conclusión, el sentenciado DANIEL FERNANDO RUIZ PALACIO debe cumplir conjuntamente con los requisitos determinados en la ley aplicable al momento de comisión de los hechos por los que fue condenado y en la ley Penitenciaria y Carcelaria, para considerar la viabilidad del permiso deprecado, así que se ratificará la decisión adoptada por el señor Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, que le negó la autorización del beneficio administrativo.
Finalmente, es importante señalar que no es cierto, como lo afirma la recurrente, que el juez de ejecución de penas pueda a su elección, y en aplicación al principio de favorabilidad, inaplicar o no la prohibición que fuera integrada a nuestro ordenamiento penal por el artículo 32 de la Ley 1709 de 2014, ello por cuanto esa potestad que le fuera otorgada por el Legislador mediante el numeral 7º del artículo 38 del Código de Procedimiento Penal, establece que es únicamente para aquellos casos en los que una ley posterior le reporta un beneficio al penado, no para que se desconozcan las normas omitiendo darles aplicación, en especial cuando no hay otra que se encuentre vigente y establezca lo contrario, como es el caso analizado. 

En conclusión, al no presentarse en el subexamine un tránsito de normas, no sería aplicable el principio de favorabilidad, cuya aplicación infundamente reclama la apelante.
Con base en lo antes expuesto, concluye la Sala que no le asiste razón a la parte recurrente, motivo por el cual el proveído impugnado será confirmado en su totalidad.

Por el merito de lo antes expuesto, la Sala Penal de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial del Pereira,
RESUELVE 

PRIMERO: CONFIRMAR la decisión proferida el 2 de octubre de 2017 por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, por medio del cual se le negó el permiso administrativo de hasta 72 horas por fuera del penal al condenado DANIEL FERNANDO RUIZ PALACIO.
SEGUNDO: ORDENAR la devolución de la actuación al Juzgado de origen, para que continúe con la ejecución de la sentencia.
TERCERO: Contra esta decisión no procede recurso alguno.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

MANUEL YARZAGARAY BADERA
Magistrado
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